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DESPACHO 003 - SALA DE DECISIÓN ORAL - SECCIÓN B

Barranquilla, veintisiete (27) de marzo de dos mil veinte (2020)

Radicado 08-001-23-33-000-2016-00029-00-W
Medio de control o 
Acción Nulidad y Restablecimiento del Derecho

Demandante Luis Eduardo Pichón Acosta
Demandado Administradora Colombiana de Pensiones "COLPENSIONES"

Magistrado Ponente Oscar Wilches Donado

I. Asunto.

Procede la Sala a dictar sentencia dentro la demanda de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho interpuesta por el señor LUIS EDUARDO PICHÓN ACOSTA, contra la 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES- , de conformidad con 

los artículos 181 y 187 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en los siguientes términos:

II. Antecedentes.

2.1. - Demanda.

2.1.1. - Pretensiones. El petitum se expresó de la siguiente manera:

El señor LUIS EDUARDO PICHÓN ACOSTA solicita que se declare la nulidad de la 

Resolución No. GNR297805 del 26 de agosto de 2014, proferida por COLPENSIONES, por 
medio del cual dicha entidad le negó al actor el reconocimiento y pago de la pensión de 

vejez, así como la nulidad de las resoluciones No. GNR419758 del 08 de diciembre de 

2014 y VPB40371 del 05 de mayo de 2015, por medio de las cuales fue resuelto el recurso 

de reposición y apelación, respectivamente, confirmando en su integridad el acto 

primigenio.

Como consecuencia de la anterior declaración, a título de restablecimiento del derecho, 
solicita se ordene a la entidad demandada al reconocimiento y pago al actor de la pensión 

de jubilación de conformidad con lo establecido en la Ley 33 de 1985; se condene al pago 
del retroactivo pensional desde el momento en que alcanzó la edad de 55 años; así como 

al pago de costas y agencias en derecho.
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Raf. Exp. No. 0*001 -23-33 -000-2010-0002P-00- W.
Modio de Control! Nulidad y ResuWecimienco del Oerecoo.
Demandante: Luis Eduardo Pichón Acosta.
Demandada: Coipemiones.
Decisión: Declarar la nulidad de las Resoluciooes No. GNR29780S del 26 de agosto de 2014, GNR4197S8 del 08 de diciembre de 2014 y VPS4037I 
del 05 de rnayo de 2015, expedidas poc la Administradora Colombiana de Pensiones 'COLPENSION6S', en cuanto negaron el recortocimiento pensional 
del demandante A titulo de restablecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y pegar en favor del selVx Lúe Eduardo Pichón Acosta, 
identificado con céckjia de ciudania No. fi.677.477 de Barranguilta, una pensión mensual vitalicia de vejea de que trata el artículo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 da la citada ley, a partir del 18 de septiembre da 
2017,____________ _____________________ __________________________

2.1.2.- Hechos. El Tribunal se permite sintetizar los hechos que fundamentan las 

pretensiones de la demanda visibles a folios 117-119, así:

Señala el accionante, señor LUIS EDUARDO PICHÓN ACOSTA, que prestó sus servicios 

como empleado público por más de 20 años para el Distrito de Barranquilla, Empresa de 

Desarrollo Urbano de Barranquilla S.A EDUBAR y al Fondo de Restauración Obras e 

Inversiones Hídricas Distrital, por lo que tiene derecho al reconocimiento de la pensión de 
jubilación conforme a la Ley 33 de 1985.

Afirma que, COLPENSIONES negó el reconocimiento de la pensión de jubilación mediante 

Resolución No. GNR297805 del 26 de agosto de 2014, por considerar que el actor solo 

acreditó un total de 6.241 días laborados, correspondiente a 891 semanas cotizadas, no 

tomándose en cuenta para el estudio de la prestación los aportes realizados por las 

empleadoras EDUBAR S.A. y FORO HIDRICO, por el periodo comprendido entre el 01 de 

febrero de 1996 al 30 de junio de 2007, no logrando acreditar los requisitos mínimos de 

semanas cotizadas y edad de la Ley 797 de 2003, decisión confirmada a través de las 

resoluciones No. GNR419758 del 08 de diciembre de 2014 y VPB40371 del 05 de mayo 

de 2015.

Continúa diciendo que le es aplicable la Ley 33 de 1985, por cuando es beneficiario del 
régimen de transición que consagra el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, dado que, para 

el 01 de abril de 1994, contaba con más de 15 años de servicios.

2.1.3.- Fundamentos de derecho. La demanda plantea como normas violadas, las
siguientes:

Constitución Nacional: Artículo 58 y 128.
Ley 33 de 1985: Artículo 1 

Ley 100 de 1993: Artículo 36 

Ley 62 de 1985: Artículo 1

2.2.- Contestación.

2.2.1.- COLPENSIONES: Esta entidad se opuso a todas y cada una de las pretensiones 

por considerar que no es procedente declarar la nulidad de los actos administrativos 

demandados por cuanto no se encuentra configurada causal alguna de nulidad, pues 

fueron expedidos con arreglo a la Ley, y conforme a las normas vigentes y aplicables al 
caso concreto, prevaleciendo la presunción de legalidad que revisten los actos 

administrativos.
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R«r. Exp. No. 0*001 -23-33 -000-2016-00020-00- W.
M«dÍo Control: Nulidad y RestaDtdúmid^co Qel Derecho.
D«m«ndant«: Luis Eduardo P>cf>on Acosca.
Demandada: Coipertsiorids.
0*cNión: Declarar la "ulidad de las Resoluciones No. GNR29780S del 26 de agosto de 2014. GNR419758 del 08 de dioembre de 2014 y \/RB40371 
del 05 de mayo de 2015, expedidas por la Aflmin«radora ColornDiana de Peosiories XOLPENSIONES", cuento negaron « reconocimiento pensional 
del demandante. A titulo de restaDlecimiento del derecfio, ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del seflor Luis Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula de ciudanía No. 8.677.477 de Barranguilia, una pensión mertsual vitalicia de vejez de Que trata el artículo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 de la citada ley, a partir del 18 de septiembre de

Adicionalmente, propuso las excepciones de falta de causa para demandar, inexistencia 

de la obligación, prescripción, buena fe, compensación y la genérica innominada.

IZl. Actuación procesal.

La demanda fue presentada el día 14 de enero de 2016, correspondiendo por reparto al 
despacho del ponente; se le dio el trámite del proceso ordinario, es decir, se admitió la 

demanda (folios 67-68), en auto de 17 de marzo de 2017 se fijó fecha para audiencia 

inicial (fl. 115), el día 24 de mayo de 2017 se celebró la audiencia inicial de que trata el 
artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, en la cual se tuvieron como pruebas los documentos 

aportados por las partes y se prescindió de la audiencia de pruebas, corriendo traslado 

para alegar de conclusión de conformidad con el artículo 181 de la ley 1437 de 2011.

3.1.“ Alegaciones. Dentro del término concedido la parte demandante presentó sus 

alegaciones, reiterando en líneas generales los argumentos esbozados en la contestación 

de la demanda.

El Ministerio Público emitió concepto, aduciendo que, conforme a las pruebas obrantes en 

el expediente, resulta procedente acceder a las súplicas de la demanda.

IV.- Control de Legalidad.

Examinado el expediente, y no hallando ninguna irregularidad que deba ser subsanada o 

que impida dictar sentencia, se declararán saneadas todas las actuaciones surtidas hasta 

este momento procesal, de conformidad con el artículo 207 de la Ley 1437 de 2011.

V.“ Consideraciones.

5.1.“ Competencia. De conformidad con to dispuesto en el Núm. 3° del artículo 152 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, esta Sala es 

competente para conocer en primera instancia del medio de control de de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho interpuesto por el señor Luis Eduardo Pichón Acosta contra 

Colpensiones, conforme el trámite establecido en los artículos 181 y 187 ibídem.

5.2.“ Problema Jurídico. Como se enunció, el señor LUIS EDUARDO PICHÓN ACOSTA 

solicita que se declare la nulidad Resolución No. GNR297805 del 26 de AGOSTO de 2014, 
proferida por COLPENSIONES, por medio del cual dicha entidad le negó al actor el 
reconocimiento y pago de la pensión de vejez, así como la nulidad de las resoluciones No. 
GNR419758 del 08 de diciembre de 2014 y VPB40371 del 05 de mayo de 2015; 
consecuencialmente, solicita se reconozca y pague a su favor la pensión de jubilación
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Raf. Exp. No. 08001-23-J3 -000-2016-00029-00- W.
Modio do Control: Nul>03d y Rastsblecimierrto bel Derecbo.
Domondonto: Luis Eduardo Pichón Acosta.
Domondado: CoFponsionas,
Docisióni Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNB297605 del 26 de agosto da 2014, GNR4197SS del OS da diciembre de 2014 y VPS40371 
del 05 de mayo de 2015, expedidas por la Administradora Colombiona do Pensiones XOLPENSIONES", en cuanto negaron el reconocimiento penslonal 
del demandante. A titulo de restablecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del selVx Luis Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula da elúdanla No. 8.677.477 de Barranquilla, una pensión mensual vitalicia de vejez de que trata el articulo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el articulo 9 de le Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 de la citada lay, a partir del 18 de septiembre de

conforme a la Ley 33 de 1985 y se condene en costas y agencias en derecho a la 
demandada.

De tal manera que, en la audiencia inicial celebrada el 14 de febrero de 2018, el litigio se 

fijó en la necesidad de determinar si hay lugar o no a declarar la nulidad de los actos 

acusados, y si el demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión de 

jubilación conforme a la Ley 33 de 1985 por ser beneficiario del régimen de transición 

establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, procediendo la acumulación de tiempos 
de servicio.

5.3.- Marco Jurídico. En punto a la resolución del problema jurídico planteado, procede 

la Sala a realizar el correspondiente análisis normativo a efectos de establecer la solución 
jurídicamente correcta respecto del caso concreto.

Lo primero que ha de anotarse es que la Ley 100 de 1993, *Porla cual se crea el sistema 

de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones», fue expedida por el Congreso 

de la República con el fin, entre otros, de unificar la normativa en cuanto a la diversidad 

de regímenes pensiónales especiales existentes.

No obstante lo anterior, con el objetivo de evitar menoscabar derechos a personas que se 

encontraban próximas a ser pensionadas o tuviesen cierto tiempo de servicio, se previó el 
régimen de transición, consagrado en el artículo 36 de la referida Ley 100 de 1993.

En efecto, en dicha norma se dispuso que las personas que al momento de entrar en 

vigencia el sistema de seguridad social integral (Io de abril de 1994) contaran con treinta y 

cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad sí son 

hombres, o quince (15) o más años de servicios cotizados, se les reconocerá la pensión de 

jubilación de conformidad con el régimen anterior al cual se encontraban afiliados, es decir, 
la pensión de jubilación respecto de la edad, tiempo de servicio y monto se les aplicará el 
régimen anterior.

Ahora, de configurarse los requisitos establecidos en el artículo 36 de la referida Ley 100 

de 1993, para acceder al régimen de transición, esto es, el reconocimiento de la pensión 

de jubilación de conformidad con el régimen anterior al cual se encontraban afiliados, en lo 

que respecta a la edad, tiempo de servicio y monto, que para el caso sub examine 

correspondería a los establecidos en la Ley 33 de 1985.

Así las cosas, debe recordarse que la Ley 33 de 1985, regulaba el régimen general de 

seguridad social, antes de la expedición de la Ley 100 de 1993, cuyo artículo Io preceptúa:
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R«f. Exp. No. 08001 -23-33 -000-3016-00039-00- W.
Modie do Canttoli Nulidad v Restablecimiento del Derecho.
Demendanto: Luis Eduardo Pichón Acosta.
Demandada: Colpensiones.
Deciaióm Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNR297S05 del 26 de agosto de 2014, GNR419758 del OS de diciembre de 2014 y VP&40371 
del OS de mayo de 2015, expedidas por la Administradora Colombiana de Pensionas'COLPENSIONES', en cuanto negaron el reconocimiento pensionsi 
del demandante. A titulo de restablecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer v pagar en favor del señor Luis Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula de oudanía No. 8.677.477 da Barranquilla, una pensión mensual vitalicia de vejez de que trata el artículo 33 de la Ley 100 da 
1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 da 20G3, en los términos de los artículos 21 Y 34 de la atada ley, a partir del IB de septiembre de 
2017. _________________________________ __

”Art. 1 El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o 

discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) años tendrá derecho a que 

por la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 

jubilación equivalente al setenta y cinco (75%) del salario promedio que sirvió de 

base para los aportes durante el último año de servicio.

No quedan sujetos a esta regla general los empleados ofíciales que trabajan en 

actividades que por su naturaleza justifiquen la excepción que la ley haya 

determinado expresamente, ni aquellos que por ley disfruten de un régimen especia! 
de pensiones.

Parágrafo. 2o. Para los empleados ofíciales que a la fecha de la presente ley hayan 

cumplido quince (15) años continuos o discontinuos de servicio, continuarán 

aplicándose las disposiciones sobre edad de jubilación que regían con anterioridad a 

la presente ley.

Quienes con veinte (20) años de labor continua o discontinua como empleados 

ofíciales, actualmente se hallen retirados del servicio, tendrán derecho cuando 

cumplan los cincuenta (50) años de edad, si son mujeres y cincuenta y cinco (55) si 
son varones, a una pensión de jubilación que se reconocerá y pagará de acuerdo con 

las disposiciones que regían en el momento de su retiro.

Par. 3o. En todo caso los empleados ofíciales que a la fecha de la vigencia de esta 

ley, hayan cumplido los requisitos para obtener pensión de jubilación, se continuarán 

rigiendo por las normas anteriores a esta ley."

Con posterioridad a la Ley 33 de 1985, se expidió la Ley 71 de 1988 la cual consagró la 

denominada pensión de jubilación por aportes en cuyo artículo 7o adujo:

"Artículo 7.- Reglamentado por el Decreto Nacional 2709 de 1994. A partir de la 

vigencia de la presente ley, los empleados ofíciales y trabajadores que acrediten 

veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o 

varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, 
departamental, municipal, intendencia!, comisarial o distrital y en el Instituto de los 

Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan 

sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si 

es mujer. (...)"

Conforme a la norma trascrita, la posibilidad de computar el tiempo servido en el sector 
público con el cotizado en el Instituto de Seguros Sociales constituye un régimen pensional
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R«f. fxp. No. 08001 -23-33 -000-3010*00020-00- W.
Modio do Control: Nulidad v AostaOiocimonto do4 Oorocfio.
Domondonto: Luis Eduardo Pichón Acosta.
Domondada: Golpensiones.
OacMión: Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNR29780S del 26 de agosto de 2014, GNR419758 del 08 de d<iemt>re de 2014 y VPB40371 
del 05 de mavode 2015, expedidas por la Administradora ColomOiana de Pensiones *COLPENSIONES", en cuanto negaron el reconocimiento pensional 
del demandante. A titulo de restablecimiento del derecho, ordener a Colpensiones reconocer y pagar en favor del señor Luis Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula de oudanía No. 6.877.477 de 6arrar>Quilla, una pensión mensual vitalicia de vejez de que trata al articulo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 de la citada ley, a partir del 18 de septiembre de 
2017,

aplicable a quienes estuvieron vinculados laboralmente al sector oficial, a empleadores 

públicos y privados afiliados al ISS o a ambos, y requieren de la suma de todos 

los aportes hechos, para reunir los requisitos para acceder al derecho de pensión.

Ahora, como se dijo anteriormente, con la expedición de la Ley 100 de 1993 se previó un 

régimen de transición en su artículo 36 conforme el cual, aquellos servidores públicos que 

a la entrada en vigencia de mencionada norma tuvieran 35 o más años de edad, en el caso 

de las mujeres, y 40 o más años de edad, en el caso de los hombres, o hubieren cotizado 15 

o más años de servicios, se les aplicarán las disposiciones contenidas en el régimen pensional 
anterior al cual estuvieran añilados.

No obstante, conforme lo establecido en el parágrafo transitorio 4o del Acto Legislativo 001 

de 2005, por medio del cual fue adicionado el artículo 48 constitucional, la aplicación de la 

disposición contenida en el citado artículo, quedó condicionada en el tiempo;

"Parágrafo transitorio 4o. El régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993 

y demás normas que desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse más allá del 
31 de julio de 2010; excepto cara tos .trabajadores aue estando en dicho 

régimen, además, tengan cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente
en tiempo de servicios a la entrada en vigencia del presente Acto
Legislativo, a los cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el año 2014 ".

"Los requisitos y beneficios pensiónales para las personas cobijadas por este régimen 

serán los exigidos por el artículo 3ñ de la Ley 100 de 1993 y demás normas que 

desarrollen dicho régimen". (Negrilla y subrayado nuestro)

En ese sentido, los efectos del régimen de transición contenido en el artículo 36 de la Ley 

100 de 1993 rigió hasta el 31 de julio de 2010 y solo se extendieron hasta el año 2014 para 

aquellas personas que tuvieran un mínimo de 750 semanas cotizadas o su equivalente en 

tiempo de servicios a la fecha de entrada en vigencia de esa modifícación, esto es, el 25 de 

julio de 2005.

En virtud del citado régimen de transición pensional, es posible obtener la pensión de 

jubilación del sector público, tanto la del régimen general, establecida en la Ley 33 de 1985, 
como la que corresponda a los regímenes especiales oficiales vigentes con anterioridad a la 

Ley 100 de 1993.

5.4.- De lo probado en el proceso. Conforme las precisiones normativas expuestas en el 
acápite anterior, procede el análisis del material probatorio existente en el plenario, del cual 
se colige lo siguiente:
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R«r. Exp. No. 0«001 -23-33 -000-2016-00029-00- W.
M*di« 4# Control: Nulitiad y RestaDlocimien(o dol Derecho.
Domandento: Lud Eduardo Ptcnon Acosta.
Domandoda: Cdpenstones.
Doccaión: Dodarar la nulidad da las Rasoluctonas No. GNR297aOS del 26 da agosto da 2014. GNR419756 del 06 da diciembre de 2014 y VPB40371 
del OS de mayo da 2015, expedidas por le Administradora Colombiana de Pensiones 'COlPENSIONES', en cuanto negaron el recor>ocimiento pensional 
del demandante. A titulo de restablecimiento del derecho, ordenar e CoJoensiones reconocer y peoar en favor del señor Luis Eduardo Pichón Acoste, 
Identificado con cédula de ciudania No. 8.677.477 da Barranquilla, una pensión mensual vitalicia da vaje2 deque trata el articulo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 de la citada ley, a partir del 18 de septiembre de 
2017, _________________________

1. - El señor Luis Eduardo Pichón Acosta nació el 18 de septiembre de 1955 (fl. 50).

2. - Durante su trayectoria laboral se desempeñó en el sector público y privado1, estando 

vinculado a diferentes dependencias de la Alcaldía Distrital de Barranquilla (fis. 36-44)2, y 

a la Contraloría General del Departamento del Atlántico, efectuando sus cotizaciones de la 
siguiente manera;

ENTIDAD/EMPLEADOR DESDE HASTA
EQUIVALENCIA ADMNISTRADORA DE

PENSIONESAA MM DD

Ramírez Zapata Alfonso de J 26/01/1977 28/02/1977 00 01 02 ISS

Pollserviclos Ltda. 25/10/1977 02/12/1977 00 01 05 IS5

Almacenar S. A. 24/07/1978 01/02/1980 01 06 05 ISS

Alcaldía de Barranquilla

(Secretario de División

Jurídica Secretaría de

Gobierno) 01/02/1980 30/06/1981 01 04 29 Caja de Previsión Municipal

Contraloria General del

Departamento del Atlántico3 17/08/1981 15/12/1982 01 03 27

Alcaldía de Barranquilla (Jefe 
del Departamento de

Factorización del Fondo

Rotatorio de Valorización) 01/03/1983 15/04/1987 04 01 14 Caja de Previsión Municipal

Alcaldía de Barranquilla 
(Jefatura de la División

Técnica - Fondo Rotatorio de

Valorización) 16/04/1987 20/04/1987 00 00 04 Caja de Previsión Municipal

Alcaldía de Barranquilla (Jefe

del Departamento de

Factorización del Fondo

Rotatorio de Valorización) 21/04/1987 30/12/1988 01 08 09 Caja de Previsión Municipal

Alcaldía úe Barranquilla

(Abogado Auxiliar de la

División Jurídica del Fondo

Rotatorio de Valorización) 01/01/1989 31/12/1991 02 11 30 Caja de Previsión Municipal

Alcaldía de Barranquilla

(Abogado Consultor y 01/01/1992 18/08/1993 01 07 17 Caja de Previsión Municipal

1 £n lo que respecta al tiempo laborado en el sector privodo, de esto hay constancia en los actos odministrafivos demandados 
visibles a folios 24-34, y en el resumen de semanas cotizadas expedido por Colpensiones visible a folios 46-48.

5 En dichos folios so encuentran lo certificación laboral expedida por el Secretarlo General y Subsecretario del Despacho de 
Talento Humano de la Contraloría General del Departamento del Atlántico, y los Certificodos de Periodos de Vinculación 
Laborol para Bonos Pensiónales en los Formatos No. 1 “, No. 2, No. 3(6), suscritos y diligenciados por dicho entidad.

3 Conforme consta en las Resoluciones aquí demandadas expedidas por Colpensiones Nos. GNR297805 del 26 de agosto de 
2014, GNR419758 del 08 de diciembre de 2014 y VPB40371 del 05 de mayo de 2015.
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R«f. Exp. No. OSOOt -23-33 -000-2010-00029-00- W.
Hodio do Control: Nulidad y RostablecimionCo del Derecho.
Domandanto: Lxiis Eduardo Pichón Acosta.
Demandada: Colpensiones.
Deciaión: Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNP29780S del 26 de agosto de 2014, GNR419758 del OS de diciembre de 2014 y VPB40371 
del 05 da mayo de 2015, expedidas por le Administradora Colombiana de Pensiones "COLPeNSIONES', en cuanto negaron el reconocimiento pensional 
del demandante. A titulo da restablecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del seflor Luis Eduardo Pichón Acosté, 
Identificado con cédula de elúdanla No. 8 677.477 de Barranquilla, une pensión mensual vitalicia de vejez de que trata el articulo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificedo por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 da le citada ley, a patir del 18 de septiembre de 
2017.

Administrativo de la Oficina

del Fondo Rotatorio de

Valorización)

Alcaldía da Barranquilla 
(Secretarlo General del Fondo

Rotatorio da Valorización) 19/08/1993 30/06/1995 01 10 11 Caja de Previsión Municipal
Alcaldía de Barranquilla

(Secretario General del Fondo

Rotatorio de Valorización)4 01/07/1995 30/09/1999 04 02 29 Seguro Social

Edubar* 01/01/1996 30/04/2001 os 03 29 Colpenslones

Edubar6 01/07/2001 31/12/2001 00 05 30 Colpenslones

Edubar7 01/03/2002 31/03/2002 00 00 30 Colpenslones

Foro Hídrico (Jefe Oficina

Administrativa Financiera OOS­

OS)8 24/01/2005 22/12/2008 03 10 27 Colpenslones

TOTAL TIEMPO LABORADO 24 72 298

Lo anterior equivale a treinta (30) años, nueve (9) meses y veintiocho (28) días.

3. - Que en cumplimiento de fallo Judicial proferido por el Juzgado Segundo Civil Municipal 
de Barranquilla el 17 de octubre de 20149, los aportes realizados al Fondo de Pensiones 

PORVENIR por el señor LUIS EDUARDO PICHÓN ACOSTA como empleado público del Foro 

de Restauración Obras e Inversiones Hídricas Distrital, para los periodos comprendidos 

entre el 24 de enero de 2005 al 22 de diciembre de 200810, fueron trasladados del régimen 

de ahorro individual (RAIS), al régimen de prima media con prestación definida de 

COLPENSIONES, por conservar el régimen de transición pensiona! de la Ley 100 de 1993.

4. » COLPENSIONES mediante Resolución No. GNR297805 del 26 de agosto de 2014, negó 

el reconocimiento de la pensión de jubilación, por considerar en síntesis que, el actor no 

cumplió los requisitos para acceder a la prestación, conforme los postulados de la Ley 797 

de 2003. (Folios 23-26)

4 Conforme consta en el reporte de semanas cotizadas en pensiones expedido por Colpenslones, para el periodo enero 1967
• mayo 2015, visible o folio 4ó del expediente,

3 Ibidem.

4 Ibidem.

7 Ibidem.

* Ibidem.

’ Folios 55 a 64.

'0 Conforme los Certificados de Periodos de Vinculación Laboral para Bonos Pensionóles en los Formatos No. Io y 3(B), de 17 
de septiembre de 2015. (Folios 42-44)
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5.- La anterior decisión fue confirmada a través de las Resoluciones No. GNR419758 del 
08 de diciembre de 2014 y VPB40371 del 05 de mayo de 2015, en las cuales la entidad 

accionada consideró que, si bien el actor acreditaba 1397 semanas cotizadas entre el 
sector privado y el público, solo 776, es decir 15 años, correspondieron a semanas 

cotizadas como empleado oficial en entidades públicas, por lo que no era procedente 

reconocer la pensión con base a la Ley 33 de 1985. (Folios 27-34)

5.5.- Solución del asunto. Abordando el fondo del asunto, se tiene acreditado en el 
proceso que el señor LUIS EDUARDO PICHÓN ACOSTA cotizó por más de 30 años como 

empleado del sector público y privado en distintas cajas de previsión social y fondos de 

pensión; igualmente, se tiene que, para el 01 de abril de 1994, contaba con más de quince 

(15) años de servicios cotizados11, de los cuales, un poco más de trece (13) de ellos se 

laboraron en el sector público.

Conforme lo expuesto en precedencia, el aquí accionante cumplía con una de las opciones 

dispuestas en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para acceder a régimen de transición 

pues, si bien no contaba con más de 40 años de edad a 1° de abril de 1994 (nació el 18 

de septiembre de 1955), cumplía con el requisito de haber cotizado 15 o más años de 

servidos, razón por ia cual, le son aplicables las disposiciones contenidas en el régimen 

pensional anterior al cual estuvieran afiliados, esto es, las establecidas en la Ley 33 de 1985, 
como en efecto fue reconocido en los actos administrativos demandados.

Precisado lo anterior, tenemos que los requisitos establecidos en la Ley 33 de 1985 para 

acceder a una pensión mensual vitalicia de jubilación, son: *... que sirva o haya servido 

veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta y cinco (55) 
años Corresponde ahora a la Sala corroborar si en el asunto sub examine se da el 
cumplimiento de los anteriores requisitos.

Como quedó establecido precedentemente, se deduce del análisis de los actos 

administrativos demandados, que la entidad accionada consideró que, si bien el actor 
acreditaba 1397 semanas cotizadas entre el sector público y privado, solo 776, es decir 
quince (15) años, cero (0) meses y veintinueve (29) días, correspondieron a semanas 

cotizadas como empleado oficial en entidades públicas, por lo que no era procedente 

reconocer la pensión con base a la Ley 33 de 1985.

Lo anterior, dada la condición de sociedad comercial de economía mixta de la Empresa de 

Desarrollo Urbano de Barranquilla S.A., entidad para la cual el actor prestó sus servicios 

en los siguientes periodos: i) entre el Io de enero de 1996 al 30 de abril de 2001; ii) del

11 Conforme el cuadro visible en el numeral 2a, del acópite 5.4., corresponden a 15 años, 6 meses y 3 dios.
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1° de julio de 2001 al 31 de diciembre de 2001; y, del Io de marzo de 2002, al 31 de 

marzo de 2002, para un total de cinco (5) años, diez (10) meses y veintinueve (29) días.

Frente a la naturaleza Jurídica de las Sociedades de Economía Mixta y el régimen aplicable 

a su personal, tenemos que la Constitución Política, en el artículo 123, prevé que «Son 

servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y 

trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas terrítoríalmente y por 

servicios [■■■]».

Por su parte, la Ley 489 de 1998, en el artículo 68, define tas entidades descentralizadas así:

«Artículo 68.- Entidades descentralizadas. Son entidades descentralizadas del 
orden nacional, los establecimientos públicos, las empresas industriales v 

comerciales del Estado, las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta, 
las superintendencias y las unidades administrativas especiales con personería 

jurídica, las empresas sociales del Estado, las empresas oficiales de servicios 

públicos y las demás entidades creadas por la ley o con su autorización, cuyo objeto 

principal sea el ejercicio de funciones administrativas, la prestación de servicios 

públicos o la realización de actividades industríales o comerciales con personería 

jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio. Como órganos del Estado 

aun cuando gozan de autonomía administrativa están sujetas al control político y a 

la suprema dirección del órgano de la administración al cual están adscritas.» (Se 

subraya)

En virtud de los textos constitucional y legal precitados, los empleados y trabajadores al 
servicio de las entidades descentralizadas, tales como las empresas industriales y 

comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta, entre otras, tienen la calidad de 

servidores públicos.

En efecto, en lo que respecta a la calidad de las personas que laboran en las empresas 

industriales y comerciales del Estado, tenemos que el artículo 123 de la Constitución 

Nacional les asigna directamente la calidad de servidores públicos a "...los miembros de 

las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades 

descentralizadas...cor servicios. Los servidores públicos están al servicio del Estado y de 

la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el 

reglamento...".

La Constitución también dispone que (i) al Presidente de la República corresponde 

nombrar a los presidentes, directores o gerentes de los establecimientos públicos 

nacionales; en todo caso, el Gobierno tiene la facultad de nombrar y remover libremente
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a sus agentes (art. 189-13), (i¡) son atribuciones del Gobernador nombrar y remover 
libremente a los gerentes o directores de las empresas industriales o comerciales del 
departamento (art, 305-5) y, (iii) son atribuciones del alcalde nombrar y remover a los 

gerentes o directores de las empresas industriales y comerciales de carácter local (art. 
315-3).

Disposiciones constitucionales que han permitido a la H. Corte Constitucional sostener que 

quienes trabajan para las empresas industriales y comerciales del Estado hacen parte de 

la definición de servidores púbiicos (art. 123), sujetos al régimen especial de 

responsabilidades, inhabilidades e incompatibilidades (arts. 124, 126 y 127) y a las 

disposiciones que sobre la función pública y régimen disciplinario establezca el legislador 
(art. 125)12.

Debe recordarse que la Máxima Corporación de lo Constitucional en sentencia C-283 de 

200213, al realizar el control de constitucionalidad de algunas disposiciones de los decretos 

leyes 3135 de 1968, 1222 de 1986 y 1333 de 1986, que asignan como regla general el 
carácter de trabajadores ofídales a las personas que laboran en la empresas industriales 

y comerciales del Estado en el orden nacional, departamental y municipal, las declaró 

exequibles, para lo cual tuvo como fundamento las consideraciones expuestas en la 

sentencia C-484 de 199514, que a su vez declaró exequible las expresiones "sin embargo, 
ios estatutos de dichas empresas precisarán qué actividades de dirección o confianza 

deban ser desempeñadas oor personas aue tengan la calidad de empleados públicos'’, que
forman parte del inciso 2 del artículo 5 del Decreto ley 3135 de 1968, que consagra, como 

excepción, la calidad de servidores públicos a quienes desempeñan actividades de 

dirección y confíanza en las citadas empresas.

Ahora bien, comoquiera que el accionante laboró en los sectores público y privado, tal 
como se demostró precedentemente, donde se dejó plenamente establecido que para e! 
01 de abril de 1994, contaba con más de quince (15) años de servicios cotizados, de los 

cuales un poco más de trece (13) se laboraron en el sector público, su situación jurídica 

se regiría, en principio, por las previsiones de la Ley 71 de 1988, que en su artículo 7o 

dispone que «[...] los empleados ofídales y trabajadores que acrediten veinte (20) años 

de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades

'7 Sentencia C-209 de 1997. M.P. Hernando Herrera Vergara.

13 M.P. Alfredo Belirán Sierra. Lo Corte declaró la exequibilidad de los expresiones “tos panonot que presten sus lerv/eíos en 
loi empreios industriaiat y comardalas del Estado ion trobo/odorei afia'ales", del Inciso 2 del articulo 5° del Decreto ley 3135 
do 1 968; “Quíenei prestan sus servidos en tei empreioi industriales y eomerdales y en las sodedodes de economía mixta 
departamentales son trabajadores ofidales”, del Inciso 2 de los orticulos 233 y 304 del Decreto ley 1222 de 1989. y lo» 
personas que prestan sus servicios arf los empresas industriales y eomerdales y en los sodedodes de economía mixto mvnidpales con 
partidpadón estatal moyoritorio son trofao|odore$ oficio/eí”, del inciso 2 del articulo 292 del Decreto-ley 1333 de 1986.

14 Pablo Morón Dloz.
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de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, 
intendencia!, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán 

derecho a una pensión de Jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o 

más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer», es decir, que esta 

norma permite la acumulación de tiempos públicos y privados.

Acorde con la preceptuado en la Ley 71 de 1988 y su Decreto Reglamentario 2709 de
1994, como requisitos para acceder a la pensión, el actor debía acreditar 60 años de edad, 
los cuales cumplió el 18 de septiembre de 2015, reuniendo en ese momento los requisitos 

para pensión, ya que acreditó en fecha anterior más de veinte (20) años de servicios en 

el sector público y privado.

No obstante, debe tenerse presente que el Acto Legislativo No. 1 de 2005, que modificó 

el artículo 48 de la Constitución, dispuso nuevas reglas de rango constitucional en torno 

al sistema de pensiones, y entre ellas fijó los criterios en virtud de los cuales el régimen 

de transición pensional perdería su vigencia.

Al respecto, la regulación constitucional estableció lo siguiente:

"Art. 48.- Parágrafo transitorio 4°.- El régimen de transición establecido en la Ley 

100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse 

más allá del 31 de Julio de 2010; excepto para los trabajadores que estando en dicho 

régimen, además, tengan cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente en 

tiempo de servicios a la entrada en vigencia del presente acto legislativo, a los cuales 

se les mantendrá dicho régimen hasta el año 2014.

Los requisitos y beneficios pensiónales para las personas cobijadas por este régimen 

serán los exigidos por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y demás normas que 

desarrollen dicho régimen.

De conformidad con lo anterior, si una persona es en principio sujeto del régimen de 

transición en virtud de la Ley 100 de 1993, ya sea por edad o por tiempo de servicios, 
pero no consolida su derecho pensional antes de las fechas de expiración de dicho régimen 

dispuestas en la Constitución, dejaría de ser sujeto del régimen de transición y su derecho 

pensional se regiría exclusivamente por la Ley 100 de 1993 y normas posteriores.

Así las cosas, tenemos que de conformidad con lo establecido en el Acto Legislativo 01 de 

2005, el régimen de transición no puede extenderse más allá del 31 de diciembre de 2014, 
fecha para la cual el solicitante aún no había causado el derecho pensional por cuanto no 

tenía los 60 años exigidos por la Ley 71 de 1988 para obtener la pensión de jubilación por
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aportes (los cumplió el 18 de septiembre de 2015), razón por la cual no puede continuar 
con el régimen de transición.

Conforme lo anterior, el solicitante habría perdido la posibilidad de pensionarse bajo el 
régimen de transición, es decir, de conformidad con los requisitos establecidos en las 

Leyes 33 de 1985 y 71 de 1988. De Igual forma se desvirtúa de plano cualquier posibilidad 

de que el reconocimiento pensional del libelista se enmarque en las regulaciones del 
Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, bajo el mismo 

argumento expuesto para denegar el derecho según la Ley 71 de 1988, es decir, por la 

fecha de causación del derecho; y frente a la pensión de jubilación regulada en el artículo 

l.° de la Ley 33 de 1985, el demandante no cumple con la condición de los 20 años de 

servicios prestados al servicio exclusivo del Estado, conforme se señaló precedentemente.

En conclusión, el señor Luis Eduardo Pichón Acosta pese a estar inicialmente cobijado por 
el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, no alcanzó a causar su 

derecho pensional dentro de su límite temporal regulado por el Acto Legislativo 01 de 

2005.

En esa medida, el régimen legal aplicable al peticionario en materia pensional es el 
consagrado en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9 de la Ley 

797 de 2003. A la luz de este régimen, para el caso de los hombres, se adquiere el estatus 

pensional cuando se alcanza la edad de 62 años y un mínimo de 1.000 semanas de 

cotización, las cuales se incrementaron gradualmente hasta alcanzar las 1.300 semanas 

en la actualidad15.

Según los requisitos señalados, el señor Luis Eduardo Pichón Acosta cumplió 62 años el 
18 de septiembre de 2017, fecha en la que adquirió el estatus pensional, toda vez que, 
para el momento en que dejo de cotizar conforme las pruebas allegadas al plenario, 31 
de diciembre de 2008, ya había completado las 1300 semanas requeridas por la norma16.

IS El articulo 33 de la ley 100 da 1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, establece los requisitos para 
adquirir lq pensión de vejez, en los siguientes términos;

«Pora tener el derecho a la Pensión de Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes condiciones;

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) oños do edad si es mujer o sesenta (óO) años si es hombre.

A portlr del lo. de enero del ofio 2014 la edad se incrementará a cincuenta y siete (57) años de edad para lo mujer, y 
sesenta y dos (62) años para el hombre.

2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo.

A partir del 1 o. de enero del año 2005 el número de semanas se Incrementará en 50 y o partir del 1 o.de enero de 2006 so 
Incrementará en 25 cada año hasta llegar a 1.300 semanas en el oño 2015».

'4 Conforme el cuadro visible en el numeral 2% del acápite 5.4., cotizó un total de treinta (30) años, nueve (9) meses y veintiocho 
(28) días, lo que equivale a 1.600,Só semonas.
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En este punto, vale la pena recordar que el artículo 1317 del Decreto 692 de 1994 

estableció que la pertenencia o «afiliación» al Sistema de Segundad Social no se pierde 

por dejar de cotizar, simplemente se pasa a la categoría de afiliado inactivo, por lo que 

las personas no pueden considerarse «desafiliadas» o «excluidas» del Sistema de 

Seguridad Social.

En ese orden de ideas y ante las condiciones especiales del caso, para la Corporación 

resulta menester estudiar su resolución desde la perspectiva de la tutela judicial efectiva, 
posición que ha sido asumida por el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo - Sección Segunda - Subsección A, en providencias del 19 de septiembre 

de 201918, 7 de noviembre de 201919 y 23 de enero de 202020, entre otras.

5.5.!.• La tutela Judicial efectiva. De conformidad con el artículo 229 superior el Estado 

colombiano «[...] garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración 

de justicia [...]», derecho que se ha concebido como fundamental en la medida en que, a 

través de él, se satisface una necesidad ínsita al ser humano, cual es la de encontrar una 

solución pacífica, equitativa y ajustada respecto de las desavenencias y conflictos que 

puedan suscitarse en la vida en sociedad. Ello explica la relación directa que existe entre 

aquel y la justicia como valor esencial, consagrado desde el mismo preámbulo21 de la 

Constitución Política.

En diferentes sentencias, la Corte Constitucional ha reconocido el carácter de derecho 

fundamental de aplicación inmediata que ostenta el acceso a la administración de justicia, 
además de su íntima conexión con el derecho al debido proceso. Sobre el particular, dicha 

Corporación señaló en sentencia C-279 de 201322:

«Artículo 13. P«rman«ncia la afiliación. La ofiliüclón al sistema general de pensiones es permonente e Independiente 
del régimen que seleccione el afiliado. Dicha afiliación n« *e pierde por hober dejado de cotlzor une o vario* periodo*, 
pero podré paiar a la categoría da inactivo*, cuando tonga mó* de *ai* ma*a* de no pago do colizaciono*.» (Resalta la 
Sala).

'* Con radicoción 66001 233300020150007701 (2127-2017), demandonte; María Millar Villa Zapata, demandado: 
Col pensiones.

19 Con radicación 25000234200020120200801 (1379-2014), demandóme; Esperanza Majar Moreno, demandado: 
Col pensiones.

20 Con radicaci6n 66001.23-33-000.2014-001)1-01(3689-16), demondame: Octavio Ramírez López, demandado: 
Colpensiones. Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ

*' «í ] en ejercicio de su poder soberano, representado por sus delegatorios o la Asamblea Nadonoí Constituyente, Invocando 
lo protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación y asegurar o sus Integrantes la vida, la convivencia, el 
trábalo, la justicia, la iguotdad, el conocimiento, la llbertod y la paz, dentro de un marco jurídico, democrático y parllcipafivo 
que goramice un orden político, económico y social justo, y comprometido a Impulsar la integración de la comunidad 
latinoamericana, decreta, sonclona y promulga la siguiente [...]»
22 Sentencia C-279 de 15 de mayo de 2013¡ expediente D-9324; demanda de inconstitucionalldod contra el articulo 206 de 
la Ley 1564 de 201 2.
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Raf. Exp. No. 08001 -23-33 -000-2010-00039-00- W.
Modlo da Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho.
Domandanta; Luis Eduardo Pichón Acosta.
Demandada: Coipensiones.
Declaión: Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNR2978Ü5 del 26 de agosto de 2014, GNR41975S del 08 de diciembre de 2014 y VPB40371 
del OS de mayo de 2015, expedidas oor la Administradora Colombiana de Pensiones XOLPENSIONES", en cuanto negaron el reconocimiento oensional 
del demandante. A título de restablecimiento del derecho, ordenar a Colpensones reconocer y pagar en favor del sehor Luis Eduardo Pichón Acosta, 
dentificado con cédula de audanta No. 8.677.477 de Barranguilla, una pensión mensual vitalicia de ve>ez de gue trata al artícub 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 de la citada ley, a partir del 18 de septiembre de 
2017.

«[...] El derecho a la administración de justicia también llamado derecho a la tutela 

judicial efectiva se ha definido como "¡a posibilidad reconocida a todas las personas 

residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces 

y tribunales de justicia, para propugnar por ¡a integridad del orden jurídico y por la 

debida protección o el restablecimiento de sus derechos e Intereses legítimos, con 

estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena 

observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes". 

Este derecho constituye un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un 

derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial 
del debido proceso [...]»

Cuando lo controvertido corresponde a derechos de naturaleza laboral y de seguridad 

social, se acentúa la importancia de la protección de la tutela judicial efectiva; lo anterior, 
en virtud de la íntima conexidad que tiene el trabajo con la dignidad humana y, a su vez, 
la estrecha relación de esta úitima con la realización de los valores y principios en que se 

funda el Estado Social y Democrático de Derecho, cuestión que es advertida desde la 

propia Declaración Universal de los Derechos Humanos23.

Ahora bien, la caracterización que se le ha dado al derecho de acceso a la administración 

de justicia o tutela judicial efectiva impacta de manera directa la forma en que este debe 

ser protegido. Ello sucede en virtud del denominado principio pro homine, el cual irradia 

todos los derechos humanos, al ser connatural a la existencia misma del sistema de 

protección de aquellos.

En palabras de la Corte Constitucional, *[...] el principio de interpretación pro homine, 
impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más favorable al hombre y 

sus derechos, esto es, la prevalencia de aquella interpretación que propenda por el respeto 

de la dignidad humana y consecuentemente por la protección, garantía y promoción de 

los derechos humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional

*3 «[...] Articulo 22. Toda persona, como miembro de lo sociedad, tiene derecho o la seoirldod social, y a obtener, mediante 
el esfuerzo nacionol y la cooperación Internacional, hobido cuenta do la organización y los recursos de coda Estado, la 
satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturóles, indispensobles o su dianidod y al libre desorrollo de su 
personalidad.

Articulo 23. 1 .Todo persona tiene derecho ol trabajo, g la libre elecdóndesu traba|o, a condiciones equitativas y sotisfactorias 
de trábalo y o la protección contra el desempleo. 2. Toda persona llene derecho, sin discriminación olguna, o igual saiorlo por 
trobalo Igual. 3. Todo persona que troba|a llene derecho a una remuneración equitativo y satisfactoria que le aseguro, osl 
como a su familia, uno existencia conforme o lo dianidod humona y que será completada, en caso necesario, por cuolesquierq 
otros medios de protección social. 4. Toda persona lleno derecho a fundar sindicatos y a sindicorse para la defensa de sus 
Intereses (...) (Subraya lo Sala).

34 Sentencio C-438 do 2013. Referencia: expediente D- 9389. Demanda de inconsliluclonalidad contra los artículos 17. 19 
(parcial), 27 (parcial), 28 (parcial), 37 (parciol), 41 (parcial), 46 (parcial), 47 (parcial), 64 (parcial), 86 (pordol) y 88 (parcial) 
de la Ley 1446 de 2011.
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R«f. txp. No. oaool -23-33 -000-2014-00029-00- W.
Hodlo do Control: Nulidad v Restablocimtenco dol Oorocbo.
Domandanlo: Luis Eduardo Pnd<on Acosts.
Domandada: Colponsiooas.
Oocia ion: Dodarar la nulidad de las Resoluciones No. GNR2970OS del 26 de agosto de 2014, GNR4197S8 del 03 de diciembre de 2014 y VP 540371 
del OS de mavode20IS,expedidaspor la Administradora ColomOians dePensior^ XOLPENSIONES', en cuanto negaron al reconocimiento pensionaI 
del demandante A titulo de restablecimento del derecno. ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del seflor Lus Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula de ciudania No. S 677.477 de Bananquilla, una pertsión irensual vitalicia de vejez de que trata el articulo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos dé los artículos 21 y 34 de la citada ley, e partir del 18 de septiembre de 
2017.

Tal principio tiene su consagración normativa en los artículos 1 y 2 de la Carta Política y 

en el artículo 93 ejusdem, en virtud del cual, los derechos y deberes contenidos en la 

Constitución deben interpretarse de conformidad con los tratados sobre derechos 

humanos ratificados por Colombia, tales como el Pacto Internacional de los Derechos 

Civiles y Políticos25, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos26.

Como puede observarse, este se ha considerado como un principio general del derecho 

internacional de los derechos humanos, con innegable aplicación en materia laboral y de 

derecho a la seguridad social, a la administración de justicia y a la igualdad, al ser 
instrumentos normativos internacionales.

Es así como la interpretación de las reglas procesales debe permitir la realización, en la 

mayor medida posible, del derecho de acceso a la administración de justicia en sentido 

material, principio que se encuentra consagrado en el artículo 22927 de la Constitución 

Política y en el artículo 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos28.

En cuanto a la resolución de los conflictos desde la perspectiva de la tutela judicial efectiva, 
no ha sido una posición asumida solamente por la Sección Segunda del H. Consejo de 

Estado, puesto que la Sección Tercera ha asumido tal postura, conforme los siguientes 

argumentos:

sí "f.. ■} Articulo S:

J. Ninguno disposición del presente Pacto podrá ser interpretado en el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o 
individuo para emprender actividades o realizar actos encaminados o la destrucción de cualquiera de los derechos y libertades 
reconocidos en el Poeto o a tu limífación en mayor medido que la prevista en il.
2. No podré odmífirje restricción o menoscabo de ninguno de )oi derechos humanos íundomenfo/ei reconocido! o vigente! en un 
Estado Parte en virtud de leyes, convenciones, reglamentos o cosfumbrei, le pretexto de que el presente Poete no tes reconoce o 
los reconoce en menor grado [...]»
i6 «[...] Articulo 29. Hormas de Interpretación: Ninguna disposición de lo presente Convención puede ser interpretada en el 
sentido de:

a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos 
en la Convención o limitarlos en mayor medida que lo prevista en ella;

b) limitar el goce y elerekio de cualquier derecho o libertad que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de 
cualquiera de los Estodos Panes o de acuerdo con otra convención en que sea parte uno de dichos Estados,

c) excluir otros derechos y garonlias que son inherentes ol ser humano o que se derivan de la forma democrática representativa 
de gobierno, y
d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros octos 
internacionales de la misma naturoleza (...]»
í7 Articulo 229. Se garantiza el derecho de toda persona para aaeder o la adminlslroclón de |usticio. La ley indicará en qué 
cosos podró hacerlo sin la representación de abogado.

«[...] Articulo 25. Protección Judicial

1 ■ Torfa parsong tiene derecho a un recurso sencillo V rápido O O cuolgiiier otro recurso efectivo ante los jueces g.trlburjqles 
competentes, que In omoore contra actos que violen sus derechos fundcimentgles reconocidos por lo Constitución, la ley q.lfl 
presente Convención, niin cuando tnl violoción sea cometida por persones Que octOen en ejercicio de sus funcione? gfictales.

2. [...]» (Subrayas de la Sala).
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Rcr. Exp. No. 00001 •23-33 -000-2010-00039-00- W.
Medio de Control! Nulidad y Restablecimiento del Derecho.
Demendante: Luis Eduardo Pichón Acosta.
Demandeda: Coipensiones.
Decisión: Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNR2970O5 del 26 de agosto de 2014, GNR419758 del 08 de diciembre de 2014 y VP540371 
del 05 de mayo de 2015, expedidas por le Administradora Colombiana de Pensiones “COLPENSIONES', en cuanto negaron el reconocimiento pensional 
del demandante. A titulo de restablecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del señor Luis Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula de ciudanía No. 8.677.477 de &arranquilla. una pensión mensual vitaticia de vejez de Que trata el articulo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el artículo 9 de la Ley 797 da 2003, en los términos dé los artículos 21 y 34 dé la citada ley, a partir del 18 de septiembre de 
2017,

«[...] Bien sea entendido como norma de mayor peso o importancia o como un 

mandato de optimización, es claro que el rol que desempeña un principio, como lo 

es el del acceso a la administración de Justicia, consiste en servir de criterio de 

interpretación adecuadora de las reglas que desarrollan el principio29, lo aue implica 

oue el Juez debe tomar partido, en el ejercicio interpretativo, por la norma jurídica
aue en la mavor medida desarrolle el orindoio aue le sirve de base y, en dado caso, 
imponer su prescripción sobre las demás, de manera que se deba atender de manera 

preferente al mandato de acción u omisión que se derive del principio frente a la 

regla; de esta manera se garantiza la vigencia del principio a través del resto de las 

normas producidas en el sistema jurídico [-f0. (Subrayas fuera de texto).

En la misma providencia, se expuso el marco sustancial convencional, el cual deviene de 

los artículos 1.1, 2, 8.1, 10 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

que consagran la tutela del derecho de acceso a la justicia, citándose la jurisprudencia de 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos desde los casos Velásquez Rodríguez31 y 

Godínez Cruz32.

Como puede observarse, la incorporación que se ha hecho del derecho internacional de 

los derechos humanos a los ordenamientos internos, reconociéndosele igual jerarquía que 

la de la Constitución Política, no es escasa y esta convencionalidad, sin duda alguna, ha 

impactado de manera directa la forma en que debe entenderse el derecho contemporáneo.

Una consecuencia de ello es la creciente tendencia de las codificaciones internas a 

proscribir las llamadas sentencias inhibitorias por considerar que transgreden el derecho 

a la tutela Judicial efectiva, cuyo núcleo esencial incorpora la garantía a un 

pronunciamiento proferido por una autoridad judicial en el que se desate de fondo la 

controversia planteada, sin que escollos de tipo procesal y formal puedan afectar la eficaz 

realización de tal amparo.

2* Cita de la cita; Guastini señóla el rol de los principios en este tipo de Interpretación; "Los principios Influyen en la 
ínterpretoción de las restantes disposiciones (las que no son principios) alejando o los jueces de la Interpretación literol -la más 
cierta y previsible- y propiciando una Intarpretoción odecuodora.". GUASTINI, Riccardo. Principios de derecho y 
disaecionalidod judicial. En: Revista Jueces paro la Democracia. Información y debate. No. 34. Marzo, 1999. Pógs. 38-46, 
especialmente 44. Sobre esto es Importante resaltar que lo denominada interpretación adecuadora hace referencia a la 
odecuación de un significado de una disposición conforme o los postulados bien de una norma jerárquicamente superior o de 
un principio general del derecho. En ombas situaciones esta interpretación se llevo o cabo al entenderse que el legislador 
respeto la Constitución como los principios generóles del derecho. Para esto véase; GUASTINI, Riccardo. Estudios sobre la 
interpretación |uridlca. México, Universidad Nocional Autónomo de México. 1999. Pógs. 47-43.

30 Consejo de Estado. Sección Tercera. Sola Plena. Proveído del 22 de otdubre de 2015. Rod. 54001-23-31-000-2002- 
01809-01(42523)A.

3' Cito de lo Cito; Corte Interamericano de Derechos Humanos, Coso Velósquez Rodríguez vs. Honduras, sentencia de 29 de 
julio de 1988.

w Cita de la cita; Corte Interomericana de Derechos Humónos, Caso Godínez Cruz, sentencio de 20 de enero de 1989.
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Ref. Exp. No. OaOOl >23-33 -000-2016-00029-00- W.
Medio de Control: Nulidad y RoataMocimiento del Oerocho.
Demandante; Lúe Eduardo Pichón Acosta.
Demandada: Coipensiones.
Decisión: Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNR297805 del 26 de agosto de 2014, GNR4197S8 del 08 de diciemBre de 2014 y VPB40371 
del OS de mayo de 2015, excedidas por la Administradora Colombiana de Pensiones *C0LPENS10NES', en cuanto negaron el reconoomiento pensional 
del demandante. A título de restaOeamiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del seAor Luis Eduardo Pichón Acosta, 
identificado con cédula de oudania No. 8.677.477 de Barranguilla, una pensión mensual vtaiicia de vejez de que trata el artículo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 de la citada ley, a partir del 18 de septiembre de 
2017.

En efecto, de existir tales vicios, le corresponde a! juez en el trámite del proceso enderezar 
la actuación tomando los correctivos33 que sean del caso para poder proferir una decisión 

que en realidad dirima el conflicto que se ha puesto en su conocimiento, sin que sea de 

recibo que, a último momento, se abstenga de estudiar el fondo del asunto.

Consecuentemente, la Sala estima que es indispensable que el aspecto sustancial del 
demandante se solucione de manera directa y efectiva, por lo tanto, para que se pueda 

zanjar la controversia y la situación jurídica se defina de la mejor manera, en garantía de 

los derechos fundamentales a la seguridad social y mínimo vital del demandante, siendo 

necesario declarar la nulidad de los actos administrativos demandados de tal manera que 

la entidad demandada expida una nueva resolución en cumplimento de la presente 

sentencia sin el velo de permanencia en el sistema jurídico de las decisiones anteriores.

Por lo tanto, como está definido que el señor Luis Eduardo Pichón Acosta satisface los 

requisitos exigidos en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9 de 

la Ley 797 de 2003 (que es la norma aplicable a su caso) desde el 18 de septiembre de 

2017, ostenta un derecho indiscutible a que se le reconozca la pensión de vejez.

En virtud de los razonamientos expuestos, en amparo de las garantías a la seguridad 

social, al mínimo vital y a la dignidad humana se ordenará a la entidad demandada que 

en cumplimiento a esta sentencia se efectúe el reconocimiento de la pensión de vejez 

prevista en la Ley 100 de 1993 si aún no lo hubiere realizado.

En conclusión, el señor Pichón Acosta demostró la edad y el número de semanas 

requeridas para adquirir el derecho a su pensión de vejez desde el 18 de septiembre de 

2017. Por lo tanto, en garantía de la tutela judicial efectiva y de sus derechos al mínimo 

vital y a la seguridad social se ordenará a la entidad demandada que proceda al 
reconocimiento con base en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 

9 de la Ley 797 de 2003, al ser la norma aplicable.

5.5.2.* Liquidación de la pensión. La pensión del demandante se debe liquidar con base 

en lo previsto en los artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, con efectividad a partir del 
18 de septiembre de 2017, fecha en la que cumplió los 62 años de edad, por las razones 

que se explican a continuación:

El artículo 21 de la Ley 100 de 1993 regula:

33 En armonía con ello, el anículo 180 del CPACA prevé dentro de la audiencia inicial una etapa de saneamiento en la que 
«[...JEI |oez deberá decidir, de oíicio o a petición de parte, sobre los vicios que se hoyan presentodo y adoptaró las medidos 
de saoeomiento necesarias para evitar sentencias Inhibitorias [...]». De Iqual mooera, el articulo 207 ibidam prevé que 
«[...) Agotada codo etapa del proceso, el |uez ejercerá el control de legalidad para sanear los vicios que ocorreon nulidades, 
los cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se podrón olegor en los etapas siguientes [...]».
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R«f. Exp. No. 05001 -23-33 -000-30(5-00029-00- W.
Modio do Control: Nulidad r Restableccmiento del Deracno.
Domondonto: Luis Eduardo Pichón Acosta.
Demandada: Cdpensiohes.
Dociaión: Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNR297S0S del 26 de agosto de 2014, GNR419758 del OS de diciemcre de 2014 y VPB40371 
del 05 de mayo de 2015, eupedidas porta Administradora ColomBiana de Pensiones "COLPENSIONES', en cuanto negaron el reconoamiento pensional 
del demarxJante, A título de restaplecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del seOor LUIS Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula de audania No. 8.677 477 de Barranouiiia, una pensón mensual vitalicia da vejez de que trata el articulo 33 de la Ley 100 de 
1993. modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de os artículos 21 y 34 de la citada ley, a partir del 18 de septiembre de 
2017.

«Artículo 21. Ingreso base de liquidación. Se entiende por ingreso base para 

liquidar las pensiones previstas en esta ley, el promedio de los salarios o rentas 

sobre los cuales ha cotizado el añilado durante los diez (10) años anteriores a! 
reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si este fuere inferior para el caso 

de las pensiones de invalidez o sobrevivencia, actualizados anualmente con base en 

la variación del índice de precios al consumidor, según certifícación que expida el 
DAÑE.

Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los 

ingresos de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el 
inciso anterior, el trabajador podrá optar por este sistema, siempre y cuando haya 

cotizado 1250 semanas como mínimo.».

En cuanto al monto de la pensión a reconocer al demandante, será el previsto en el artículo 

34 de la Ley 100 de 1993, el cual señala;

«Artículo 34. Monto de la pensión de vejez. <Artículo modificado por el artículo 

10 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> El monto mensual de la 

pensión de vejez, correspondiente a las primeras 1.000 semanas de cotización, será 

equivalente al 65% del ingreso base de liquidación. Por cada 50 semanas adicionales 

a las 1.000 hasta las 1.200 semanas, este porcentaje se incrementará en un 2%, 
llegando a este tiempo de cotización al 73% del ingreso base de liquidación. Por cada 

SO semanas adicionales a las 1.200 hasta las 1.400, este porcentaje se Incrementará 

en 3% en lugar del 2%, hasta completar un monto máximo del 85% del ingreso 

base de liquidación.

El valor total de la pensión no podrá ser superior al 85% del ingreso base de 

liquidación, ni inferior a la pensión mínima de que trata el artículo siguiente.

A partir del lo. de enero del año 2004 se aplicarán las siguientes reglas:

El monto mensual de la pensión correspondiente a! número de semanas mínimas de 

cotización requeridas, será del equivalente al 65%, del ingreso base de liquidación 

de los afiliados. Dicho porcentaje se calculará de acuerdo con la fórmula siguiente:

r = 65.50 - 0.50 s, donde:
r = porcentaje del Ingreso de liquidación.
s = número de salarios mínimos legales mensuales vigentes.
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R«f. Exp. No. 08001 -23-33 -000-2010-00020-00- W.
Medio do Control: Nuhoad y Reácobiotumienta dol Derecho.
Domandonto: Luis Eduardo Pichón Acosta.
Domondodo: Colpensiones.
Decisión: Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNP2970O5 del 26 da agosto de 2014. GNR419753 del 08 de diciembre de 2014 y VP540371 
del 05 de mayo de 2015, expedidas por la Administradora Colombiana de Pensiones *COLP£NSIONES', en cuanto negaron el reconocimiento pensionsi 
del demandante. A titulo de restablecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del sehor Luis Eduardo Pichón Acosta, 
identificado con cédula de ciudania No. 8.677.477 de Earranguilla, una pensión mensual vitalicia de vejez da que trata el articulo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los térmrrxss de los artículos 21 y 34 de la citada ley, a partir del 16 de septiembre de 
2017.

A partir del 2004, el monto mensual de la pensión de vejez seré un porcentaje que 

oscilará entre el 65 y el 55% del ingreso base de liquidación de los añilados, en 

forma decreciente en función de su nivel de ingresos calculado con base en la fórmula 

señalada. El lo. de enero del año 2005 el número de semanas se incrementará en 

50 semanas. Adicionalmente, el lo. de enero de 2006 se incrementarán en 25 

semanas cada año hasta llegar a 1.300 semanas en el año 2015.

A partir del 2005, por cada cincuenta (50) semanas adicionales a las mínimas 

requeridas, el porcentaje se incrementará en un 1.5% del ingreso base de 

liquidación, llegando a un monto máximo de pensión entre el 80 y el 70.5% de dicho 

ingreso, en forma decreciente en función del nivel de ingresos de cotización, 
calculado con base en la fórmula establecida en el presente artículo. El valor total de 

la pensión no podrá ser superior al ochenta (80%) del ingreso base de liquidación, 

ni Inferior a la pensión mínima.».

De acuerdo con las normas citadas, la pensión de vejez del señor Luis Eduardo Pichón 

Acosta deberá liquidarse con el promedio de los salarios o rentas sobre los cuales cotizó 

durante los 10 años anteriores a su retiro definitivo, en la forma prevista por el artículo 

34 de la Ley 100 de 1993, a partir de la fecha en que cumplió los requisitos para adquirir 

el estatus, esto es, el 18 de septiembre de 2017.

Finalmente, en cuanto a las excepciones de mérito denominadas «inexistencia de la 

obligación», «buena fe», «falta de causa para demandar», «compensación», «genérica 

innominada» y «prescripción» formuladas por Colpensiones en su contestación al libelo 

introductor, la Sala estima que las mismas no están llamadas a prosperar por cuanto se 

advirtió la existencia actual de la obligación pretendida, esto es, del reconocimiento 

pensional demandado pero en los términos expuestos por esta Corporación, a partir del 
18 de septiembre de 2017, por lo cual tampoco hay lugar a declarar la prescripción de 

mesadas pensiónales.

5.5.3.- Decisión de instancia. Según se ha expuesto, por razones de prevalencia del 
derecho sustancial y para garantizar los derechos fundamentales a la seguridad social y 

al mínimo vital de! demandante, se accederá a la pretensión de nulidad de los actos 

administrativos demandados y se ordenará el reconocimiento de la pensión de vejez 

regulada en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 9 de la Ley 

797 de 2003. Se negarán las demás pretensiones de la demanda.

Las sumas reconocidas serán actualizadas conforma la siguiente fórmula:
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Ref. Exp. No. 08001 -33-33 -000-2016-00029-00- W.
M«dÍo d« Control: Nulidad y Rostablecimianto dol Do^ocho.
Comandanto: Luis Eduardo Pichón Acosta.
Comandada: Colpen&ones.
Cociaión: Dociarar la nuhdad do las Rasolucionos No. GNR29780S del 26 da agosto de 2014, GNR419756 del 08 de diciembre de 2014 y VPB40371 
del 05 de mayo de 2015, expedís por la Administradora Colombiana de Pensiones 'COLPENStONES*, en cuanto n^arw el reconocimiento pensional 
del demandante. A título da restablecimiento bel derecho, ordenar a Coipensjones reconocer y pagar en favor del se^or Luis Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula de ciudania No. 8.677,477 de derranquilla, una pensión mensual vitalicia de ve^ez de que trata el artículo 33 de la Ley 100 de 
1993, rr>odif>c»do por el articulo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artícuíos 21 y 34 de la crtada ley, a p^ir del 16 de septiembre de 
2017.

R » Rh X
Indice final 

índice inicial

En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es 

la mesada pensíonal dejada de percibir por la demandante, por el guarismo que resulta al 
dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DAÑE, vigente a la fecha 

de ejecutoria de esta providencia, por el índice inicial, vigente para la fecha en que debió 

hacerse el pago.

Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente mes por 
mes para cada mesada comenzando desde la fecha de su causación, teniendo en cuenta 

que el índice inicial es el vigente al momento de causación de cada uno de ellos.

5.6.- Costas. El artículo 188 de la Ley 1437 de 2011, estableció que "Salvo en los 

procesos que se ventile un interés público, la sentencia dispondrá sobre la condena en 

costas, cuya liquidación y ejecución se regirán por las normas del Código de Procedimiento 

Civil".

De la norma mencionada se desprende que en esta regulación se establece la igualdad 

procesal, al señalarse que en todos los procesos se dispondrá acerca de si se condena o 

no en costas a la parte vencida en el juicio. En el presente caso la Sala se abstendrá de 

condenar en costas a las partes, en razón a que no encuentra elementos que justifiquen 

razonablemente la imposición de una condena en tal sentido.

VXI. Decisión.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Atlántico, Sala de Decisión Oral 
Sección "B", administrando justicia en nombre de la República, y por autoridad de la ley.

FALLA

Primero. - Declarar no probadas las excepciones de mérito denominadas «inexistencia 

de la obligación», «buena fe», «falta de causa para demandar», «compensación», 
«genérica innominada» y «prescripción» formuladas por la Administradora Colombiana de 

Pensiones, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia.

Segundo. - Declarar la nulidad de las Resoluciones No. GNR297805 del 26 de agosto de 

2014, GNR419758 del 08 de diciembre de 2014 y VPB40371 del 05 de mayo de 2015, 
expedidas por la Administradora Colombiana de Pensiones "COLPENSIONES", en cuanto 

negaron el reconocimiento pensional del demandante.
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Raf. Exp. No. 00001 -23-33 -000-2010-00029-00- W.
Medio de Control; Nulidad y Roacablecimiento del Derecho.
Demendante: Luis Eduardo Ptchoo Acosta.
Demandada: Colpensionee.
Deciaión: Declaiar la nulidad de las Resoluciones No. GNR297805 del 26 da agosto de 2014, GNR4I9753 del 06 de diciembre de 2014 y VPB40371 
del OS de mayo de 201S, ecpedidas por la Administradora Colornbiana de Pensiones *COLPENSIONES', en cuento negaron el reconocimiento pensional 
del demandante. A título de reeta&lecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y pagar en favor del seAor Luis Eduardo Pichón Acosta, 
Identificado con cédula de ciudenia No. 8.677.477 de Barranquilla, una pensión mensual vitalicia de vejez de que trata el articulo 33 de la Ley 100 de 
1993, modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003, en los términos de los artículos 21 y 34 de la otada ley, a partir del 18 de septiembre de 
2017,

Tercero. - A título de restablecimiento del derecho, ordenar a Colpensiones reconocer y 

pagar en favor del señor Luis Eduardo Pichón Acosta, identificado con cédula de ciudanía 

No. 8.677.477 de Barranquilla, una pensión mensual vitalicia de vejez de que trata el 

artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003, en 

los términos de los artículos 21 y 34 de la citada ley, a partir del 18 de septiembre de 

2017.

Cuarto. - Las sumas resultantes en favor del demandante se ajustarán en su valor, en 

aplicación de la fórmula señalada en la parte considerativa de esta providencia.

Quinto. - A la sentencia se le dará cumplimiento en los términos previstos en el artículo 

192 del CPACA.

Sexto. - Niegúense las demás pretensiones de la demanda.

Séptimo. *- Sin condena en costas en esta instancia.

Octavo. - Notifíquese personalmente el presente fallo al respectivo Procurador Judicial 

delegado ante este Tribunal.

Noveno. - Ejecutoriada la presente providencia ARCHÍVESE el expediente.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Se hace constar Que la presente providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en
sesión de la fecha

LOS MAGISTRADOS,

SCAR WILCHES DONAI

LUIS EDUARDO CERRA JIMÉNEZ 

IMPEDIDO

ANDEZ CANO
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Radicado 08-001-23-33-000-2016-00029-00-W
Medio de control o
Acción Nulidad y Restablecimiento del Derecho

Demandante Luis Eduardo Pichón Acosta
Demandado Administradora Colombiana de Pensiones "COLPENSIONES"

Magistrado Ponente Oscar Wilches Donado

El Honorable Magistrado Dr. Luis Eduardo Cerra Jiménez se ha declarado impedido para 

conocer del presente asunto, con base en las causales de impedimento contenidas en los 

numerales Io y 6o del artículo 141 del Código General del Proceso aplicables por remisión 

expresa del artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, por tener un interés en las resultas del 
proceso y por estar discutiendo judicialmente con Colpensiones que es beneficiario del 
régimen de transición de que trata el Acto Legislativo No. 1 de 2005.

Como quiera que la situación antes descrita se encuentra contemplada en la preceptiva 

legal comentada como causal para separar al Juez o Magistrado del conocimiento de la 

Litis, es del caso proceder a la aceptación del impedimento, tal como se expresará en la 

parte resolutiva de este proveído.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Atlántico, en Sala Dual de 

Decisión,

RESUELVE

PRIMERO: Aceptar el impedimento manifestado por el Magistrado Luis Eduardo Cerra 

Jiménez, por las razones anotadas. En consecuencia, se le separa del conocimiento del 
presente asunto.

COMUNIQUESE Y CÚMfÚVSE
Se hace constar que la anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala ej

sesión de la fecha

Los magistrados.

OÉCAR wi^hes donado ÁNDEZCANO
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